
ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL POR EL CUAL SE 
DETERMINAN NORMAS DE TRANSICIÓN EN MATERIA DE FISCALIZACIÓN. INE/CG93/2014. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo General.- Instituto 
Nacional Electoral.- Consejo General.- INE/CG93/2014. 

ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL POR EL CUAL SE DETERMINAN 
NORMAS DE TRANSICIÓN EN MATERIA DE FISCALIZACIÓN. 

 

ANTECEDENTES 

I. En sesión extraordinaria de fecha 18 de enero de 2008, el Consejo General del entonces Instituto 
Federal Electoral emitió el Acuerdo por el que se integró la Unidad de Fiscalización de los Recursos 
de los Partidos Políticos. 

II. Mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de febrero de 2014, se reformó 
el artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual dispone, en su 
Base V Apartado B, penúltimo y último párrafos, que corresponde Consejo General del Instituto 
Nacional Electoral la fiscalización de las finanzas de los partidos políticos relativas a los procesos 
electorales (federal y locales), así como de las campañas de los candidatos. 

III. El once de febrero del año en curso, el C. Rogelio Carbajal Tejada, en su carácter de Representante 
Propietario del Partido Acción Nacional ante el Consejo General del este Instituto, presentó ante la 
Presidencia del Consejo General del Instituto Federal Electoral, el escrito RPAN/076/2014, mediante 
el cual formuló una consulta relacionada con los artículos 41, Base II, párrafo penúltimo de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 78, párrafo 4, inciso c) y 5 del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales entonces vigente, para lo cual señaló  lo 
siguiente: 

“Derivado de la disposición constitucional aludida en la que expresamente se 
eliminó el porcentaje del 10% al monto para las aportaciones referidas, y dado que 
aún no se ha emitido la ley que regule o fije los montos, en este periodo específico, 
en tanto se emite la ley respectiva, en opinión de esta autoridad electoral: ¿cómo 
se regirá dicho financiamiento? Lo anterior, a fin de que ese Instituto emita con 
certeza el criterio o regla a la que los partidos políticos debamos sujetarnos,  con 
motivo del nuevo dispositivo constitucional en la materia.” 

 Consecuentemente, el 17 de febrero del presente año, el Consejo General, aprobó el Acuerdo 
CG53/2014 mediante el cual se le dio respuesta a la consulta referida en términos de que hasta en 
tanto se emitieran las normas electorales secundarias respectivas a que se refiere el Decreto de 
reforma constitucional aludido, los partidos políticos debían ceñirse invariablemente a las 
disposiciones y límites contenidos en el “COMUNICADO del Titular de la Unidad de Fiscalización de 
los Recursos de los Partidos Políticos mediante el cual se da a conocer el límite de las aportaciones 
en dinero o en especie de simpatizantes que podrá recibir durante 2014 un partido político, y el que 
podrá aportar una persona física o moral facultada para ello, así como el límite de ingresos por 
aportaciones de la militancia, los candidatos y el autofinanciamiento en el mismo año. Dichos límites 
consistieron en lo siguiente: 

• Aportaciones o donativos en dinero o en especie de simpatizantes para 2014: 

Valor Actualizado del tope de 
gasto de campaña 

presidencial al 2013 

Límite anual de aportaciones o 
donativos, en dinero o en especie, 

de simpatizantes durante 2014 

Límite de aportaciones en 
dinero por persona física o 

moral durante 2014 

$349,469,316.19 $34,946,931.62 $1,747,346.58 



• Aportaciones de militantes, candidatos, autofinanciamiento y colectas públicas para 2014: 

Valor Actualizado del tope 
de gasto de campaña 
presidencial al 2013 

Límite anual de aportaciones de militantes, 
candidatos, autofinanciamiento y colectas 

públicas durante 2014 

$349,469,316.19 $34,946,931.62 

 

IV. El 23 de mayo de 2014, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se 
expide la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, cuyo Libro Cuarto, Título 
Segundo, Capítulos Cuarto y Quinto, contienen las facultades y atribuciones de la Comisión de 
Fiscalización y de la Unidad Técnica de Fiscalización respectivamente, así como las reglas para su 
desempeño y los límites precisos respecto de su competencia. 

V. Mediante oficio INE/PC/36/2014, de fecha 26 de mayo de 2014 el Consejero Presidente del Consejo 
General del Instituto Nacional Electoral, Dr. Lorenzo Córdova Vianello, nombró como encargado del 
despacho de la Unidad Técnica de Fiscalización al C.P.C. Alfredo Cristalinas Kaulitz. 

VI. En sesión extraordinaria celebrada el 6 de junio de 2014, el Consejo General del Instituto Nacional 
Electoral aprobó que la Comisión de Fiscalización se integraría con los siguientes consejeros y 
consejera: Mtra. Beatriz Eugenia Galindo Centeno, Lic. Enrique Andrade González, Dr. Ciro 
Murayama Rendón, Lic. Javier Santiago Castillo. Asimismo, se determinó que la Comisión será 
presidida por el Dr. Benito Nacif Hernández. 

VII. El 19 de junio de 2014 se recibió en la Unidad Técnica de Fiscalización el oficio número  P-IEEBCS-
142-2014, signado por el Consejero Presidente del Instituto Estatal Electoral de Baja California Sur, 
relativo a una consulta en torno a los temas siguientes: 1) El procedimiento a seguir para la 
fiscalización de los gastos de actividades específicas que tienen los Partidos Políticos Nacionales y 
locales durante el ejercicio 2014; y 2) La normatividad aplicable para el cobro de multas a los partidos 
políticos derivadas de la revisión de Informes de Campaña del pasado Proceso Electoral 2010-2011. 

CONSIDERANDO 

1. Que de conformidad con lo establecido en el artículo 41, Base V, Apartado A, párrafos primero y 
segundo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la organización de las 
elecciones federales es una función estatal que se realiza a través de un organismo público 
autónomo denominado Instituto Nacional Electoral, que es autoridad en la materia e independiente 
en sus decisiones y funcionamiento. 

2. Que el mismo artículo en su Base V, Apartado B, penúltimo y último párrafos, dispone que la 
fiscalización de las finanzas de los partidos políticos y de las campañas de los candidatos estará a 
cargo del Consejo General del Instituto Nacional Electoral. Asimismo, en el párrafo 2, del artículo 8 
de la Ley General de Partidos Políticos se establece que El Instituto podrá, excepcionalmente y con 
la aprobación de una mayoría de cuando menos ocho votos de los integrantes del Consejo General, 
delegar en los Organismos Públicos Locales la fiscalización de los ingresos y egresos de los partidos 
políticos locales, sus coaliciones y de los candidatos a cargos de elección popular en las entidades 
federativas. 

3. Que de conformidad con el artículo 35 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, el Consejo General es el órgano superior de dirección, responsable de vigilar el 
cumplimiento de las disposiciones constitucionales y legales en materia electoral, así como de velar 
porque los principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, máxima publicidad y 
objetividad guíen todas las actividades del Instituto. 

4. Que en los incisos b) y jj) del artículo 44 del mismo ordenamiento jurídico, se establece que el 
Consejo General vigilará la oportuna integración y el adecuado funcionamiento de los órganos del 
Instituto, y dictará los Acuerdos necesarios para hacer efectivas sus atribuciones. 

5. Que el artículo 192, numeral 1, inciso d) de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, señala que el Consejo General del Instituto Nacional Electoral ejercerá las facultades de 
supervisión, seguimiento y control técnico y, en general, todos aquellos actos preparatorios a través 
de la Comisión de Fiscalización, quien revisará las funciones y acciones realizadas por la Unidad 
Técnica de Fiscalización con la finalidad de garantizar la legalidad y certeza de en los procesos  de 
fiscalización. 



6. Que de conformidad con las facultades de la Comisión de Fiscalización contempladas en los incisos 
e), f) y g) del párrafo 1, del artículo 192 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, ésta deberá conocer los procedimientos de auditoría y verificación derivados de los 
asuntos que actualmente se encuentren en trámite y a cargo de la Unidad Técnica de Fiscalización. 

7. Que de conformidad con el artículo 196, numeral 1 de la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, la Unidad Técnica de Fiscalización es el órgano que tiene a su cargo la 
recepción y revisión integral de los informes que presenten los partidos políticos respecto del origen, 
monto, destino y aplicación de los recursos que reciban por cualquier tipo de financiamiento, así 
como investigar lo relacionado con las quejas y procedimientos oficiosos en materia de rendición de 
cuentas de los entes fiscalizables. 

8. partidos políticos, sus coaliciones, las agrupaciones Que resulta trascendental en el actual periodo de 
transición, otorgar certeza a los trabajos que actualmente ejecuta la Unidad Técnica de Fiscalización 
dentro del ámbito de sus facultades, por lo que es conveniente realizar precisiones respecto a la 
aplicación de leyes generales y Reglamentos correspondientes a cada etapa de fiscalización, 
derivadas de la Reforma Electoral constitucional y legal. 

9. Que el artículo 197, numeral 1, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales prevé 
la atribución del Consejo General del Instituto Nacional Electoral de designar al titular de la Unidad 
Técnica de Fiscalización, de conformidad con lo previsto en el artículo 191 párrafo 1 inciso f) de la 
citada Ley. 

10. Que el artículo 199, numeral 1, inciso a) del mismo ordenamiento señala que la Unidad Técnica de 
Fiscalización tendrá la facultad de auditar con plena independencia técnica la documentación 
soporte, así como la contabilidad que presentan los partidos políticos, y en su caso, candidaturas 
independientes. 

11. Que con fundamento en los artículos 41, Base V de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 31, numeral 4; 34, numeral 1; 49, numeral 1, 51, numeral 1, inciso j); y 196, numeral 2 de 
la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, la Secretaría Ejecutiva del Instituto 
Nacional Electoral es el órgano facultado para determinar la estructura organizacional de la Unidad 
Técnica de Fiscalización. 

12. Que toda vez que los artículos 44, numeral 1, inciso j); 192, numeral 5 de la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales; en relación con los artículos 7, numeral 1, inciso d); 11, 
numeral 1; 21, numeral 4; y 78, numeral 2 de la Ley General de Partidos Políticos establecen como 
atribución reservada al Instituto Nacional Electoral únicamente lo relativo a la fiscalización de los 
políticas nacionales y de los candidatos a cargos de elección popular federal y local; así como 
organizaciones de ciudadanos que pretendan constituirse como Partidos Políticos Nacionales; se 
entenderá que la fiscalización de las agrupaciones políticas locales, agrupaciones de observadores 
electorales a nivel local y organizaciones de ciudadanos que pretendan constituirse como partido 
político local corresponden a los Organismos Públicos Locales, de conformidad con lo establecido en 
el artículo 104, numeral 1, inciso r) de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

13. Que de conformidad con el artículo Tercero Transitorio de la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales los asuntos que se encontraban en trámite a la entrada en vigor de la Ley 
General de Instituciones y Procedimientos Electorales, en la otrora Unidad de Fiscalización serán 
resueltos conforme a las normas vigentes al momento de su inicio. 

14. Que el artículo Sexto Transitorio, segundo párrafo de la citada Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales establece que las disposiciones generales emitidas por el Instituto 
Federal Electoral o por el Instituto Nacional Electoral, con antelación a la entrada en vigor de dicha 
Ley, seguirán vigentes en lo que no se opongan a la Constitución y la ley en cita, hasta en tanto el 
Consejo General del Instituto Nacional Electoral emita aquéllas que deban sustituirlas. 

15. Que el artículo Décimo Quinto Transitorio de la misma norma señala que el Consejo General del 
Instituto Nacional Electoral podrá realizar ajustes a los plazos establecidos en la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales a fin de garantizar la debida ejecución de las actividades y 
procedimientos electorales contenidos en la misma. Al efecto, resulta importante destacar que la 
reforma político-electoral implicó importantes y profundas modificaciones en diversos temas entre los 



que se encuentran las bases para la fiscalización de los recursos de los partidos políticos y demás 
sujetos obligados. 

 Consecuentemente, en el Artículo Transitorio Décimo Quinto el legislador confirió al Instituto Nacional 
Electoral la posibilidad de modificar los plazos establecidos en la norma secundaria con la intención 
de que el máximo órgano de dirección del Instituto esté en posibilidad de ejecutar una serie de 
acciones encaminadas a adecuar y armonizar las reglas para el correcto funcionamiento del sistema 
electoral en su conjunto. 

16. Que con fundamento en el artículo Décimo Octavo Transitorio de la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, los procedimientos administrativos, jurisdiccionales y de fiscalización 
relacionados con las agrupaciones políticas y partidos políticos con registro en las entidades 
federativas, así como de sus militantes o simpatizantes, que los órganos electorales locales hayan 
iniciado o se encuentren en trámite a la entrada en vigor de dicha Ley, seguirán bajo la competencia 
de los mismos, en atención a las disposiciones jurídicas y administrativas que hubieran estado 
vigentes al momento de su inicio. 

 Para la correcta interpretación sobre el alcance del citado artículo, se entenderá que los partidos 
políticos en las entidades federativas son aquéllos que cuentan con registro ante el Consejo General 
del órgano electoral local, así como los Partidos Políticos Nacionales con acreditación estatal vigente. 

17. Que el artículo Décimo Octavo referido en el numeral anterior, establece que los gastos realizados 
por los partidos políticos con registro en las entidades federativas, hasta antes de la entrada en vigor 
de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, serán fiscalizados por los órganos 
electorales locales con sustento en las disposiciones jurídicas y administrativas vigentes al momento 
de su ejercicio, los cuales deberán ser dictaminados y resueltos a más tardar el último día de 
diciembre de 2014. 

 De lo anterior, es válido colegir que el artículo Transitorio referido en el párrafo anterior mandata a los 
Organismos Públicos Locales dictaminar y resolver lo relativo a la Revisión de Informes de Gastos  
de los partidos políticos correspondientes al periodo comprendido entre el 1 de enero y 23 de mayo 
de 2014 a más tardar el último día de diciembre de 2014. En este mismo sentido, se entiende 
implícita la facultad del Instituto Nacional Electoral de dictaminar y resolver lo relativo a la Revisión de 
Informes de Gastos de los partidos políticos locales correspondientes al periodo comprendido entre 
el 24 de mayo y 31 de diciembre de 2014. No obstante lo anterior, la aplicación literal de dicho 
artículo Transitorio conllevaría a la posibilidad de incumplir el principio de certeza en la fiscalización 
de recursos, razón por la cual es necesario determinar el sentido de este artículo. 

18. Que a efecto de arribar a una interpretación gramatical, sistemática y funcional del contenido y 
alcance de dicho Artículo Transitorio debe tenerse presente al principio de anualidad, a partir del cual 
se desprende que la auditoría de las finanzas deberá recaer sobre las actividades realizadas durante 
un ejercicio anual, con el objeto de salvaguardar los principios de certeza y seguridad jurídica. El 
precepto de anualidad, es utilizado por la Cámara de Diputados para integrar el Presupuesto de 
Egresos, o bien al revisar y fiscalizar en forma posterior los ingresos y egresos de los ejercicios 
anuales; así como el manejo, la custodia y la aplicación de fondos y recursos de los Poderes de la 
Unión, según se establece en el artículo 74, fracción IV, constitucional en relación con el 79, párrafo 
2 del mismo ordenamiento. 

 Que en este orden de ideas, y en ejercicio de la facultad conferida a este Consejo General en el 
artículo Décimo Quinto Transitorio de la citada Ley, el máximo órgano de este Instituto concluye que 
toda vez que el presente ejercicio inició siendo revisado bajo la normatividad local en materia de 
fiscalización y en atención al principio de anualidad antes mencionado, la fiscalización de los 
recursos debe continuarse con la normatividad y procedimientos aplicables a la revisión iniciada con 
anterioridad a la Reforma Electoral, teniendo como consecuencia que el ejercicio sujeto a revisión 
sea culminado por el ente fiscalizador local que lo inició. De esta manera, se garantiza el principio de 
certeza y la continuidad en la revisión, así como la existencia de plazos ciertos con base en las 
normas legales vigentes al inicio del ejercicio y la uniformidad en la aplicación de normas sustantivas 
y procesales que regirán la revisión de Informes. 

 Robustece lo anterior, el principio de integralidad que rige la lógica intrínseca del modelo de 
fiscalización, consistente en tener una visión panorámica e integral de la revisión de los gastos, ya 



que éstos no ocurren de manera aislada o autónoma, sino que se desarrollan en un mismo tiempo. 
La inobservancia de lo anterior alteraría la revisión completa e imposibilitaría analizar los gastos en 
su conjunto, lo cual no sería correcto para efectos de una adecuada comprensión y valoración de los 
gastos, pues se descontextualizaría la información remitida por los sujetos obligados. 

 Por lo que, dado el proceso de transición al que nos enfrentamos, resulta pertinente para la 
fiscalización de los partidos políticos registrados y acreditados en las entidades federativas, que sean 
los Organismos Públicos Locales quienes se encarguen de la fiscalización integral de los ingresos y 
egresos correspondientes al ejercicio fiscal 2014, esto es, que sean los organismos quienes lleven a 
cabo la revisión de las finanzas, elaborando un Dictamen Consolidado que abarque la totalidad del 
ejercicio en revisión atendiendo a los principios de unidad e integridad, así como la Resolución a la 
que se llegue derivado de dicho Dictamen respecto de la totalidad del ejercicio fiscalizado. 

 De esta manera, se precisa que aún cuando el citado Artículo Transitorio únicamente hace referencia 
a los gastos realizados por los partidos políticos en las entidades federativas, sin hacer un 
pronunciamiento expreso sobre los ingresos de los partidos políticos recibidos durante ese mismo 
periodo; deberá entenderse que la revisión contable abarcará ambos aspectos de su contabilidad. Lo 
anterior, considerando los principios de anualidad e integralidad anteriormente mencionados, que 
constriñen a la autoridad a realizar una fiscalización completa sobre origen, destino y aplicación de 
los recursos de los partidos políticos. 

19. Que de conformidad con el numeral anterior y a efecto de garantizar la estricta observancia de los 
principios de anualidad e integralidad que favorezcan la continuidad en la revisión, los partidos 
políticos en las entidades federativas deberán presentar todos los informes correspondientes al 
ejercicio 2014 (trimestrales, semestrales, o cualquier otro) ante los Organismos Públicos Locales 
respectivos, de conformidad a las normas que se encontraban vigentes hasta el 23 de mayo de 2014. 

20. Que los Institutos Electorales Locales cuentan con los recursos presupuestarios suficientes para el 
adecuado ejercicio de las tareas fiscalizadoras que les fueron encomendadas, toda vez que se 
encuentran contempladas dentro del presupuesto anual correspondiente al ejercicio fiscal 2014. 

 Aunado a lo anterior, los ahora Organismos Públicos Locales deberán considerar dentro de su 
proyecto de Presupuesto de Egresos para el ejercicio fiscal 2015, que deberán cumplir con la tarea 
de fiscalizar el origen, monto, destino y aplicación de los recursos de los partidos políticos con 
registro o acreditación local relativas al ejercicio 2014, toda vez que su revisión y, por lo tanto, su 
correspondiente Resolución se determinará durante 2015; asimismo, deberán contemplar recurso 
para la sustanciación y Resolución de los procedimientos que sigan en curso y que hayan surgido a 
la entrada en vigor de la Reforma Electoral que nos ocupa. 

21. Que existen inquietudes de los partidos políticos con registro o acreditación en las entidades 
federativas, así como de los Institutos Electorales locales que ponen en evidencia la importancia de 
crear normas claras que rijan el actuar de las autoridades fiscalizadoras en el ámbito federal y local 
durante esta etapa de transición, al evidenciar las problemáticas a las que enfrentan las autoridades 
y partidos a nivel local para el adecuado proceso de fiscalización. Como muestra de ello está la 
consulta realizada por el Consejero Presidente del Instituto Estatal Electoral de Baja California Sur 
descrita en el antecedente VII del presente Acuerdo. 

22. Que el párrafo tercero del artículo Cuarto Transitorio de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos señala que las reformas realizadas a los artículos 41 y 116 Constitucionales, 
respecto de entidades federativas que tengan procesos electorales en 2014, entrarán en vigor una 
vez que hayan concluido dichos procesos. 

23. Que en cumplimiento a lo ordenado por el artículo Cuarto Transitorio de la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, el personal del Instituto que sea objeto de cambios en su 
adscripción de trabajo con motivo del presente Acuerdo, conservará sus derechos laborales. 

24. Que con fundamento en el artículo Quinto Transitorio de la citada ley, cuando cualquier órgano 
cambie de adscripción, el traspaso se hará incluyendo el personal, las asignaciones presupuestales 
autorizadas, mobiliario, vehículos, instrumentos, aparatos, maquinaria, archivos y demás bienes que 
haya utilizado para la atención de los asuntos a su cargo. 

25. Que debido a la naturaleza de las funciones de fiscalización, éstas deben tener continuidad, en virtud 
que el seguimiento y la verificación del cumplimiento de las disposiciones legales a las que deben 



acogerse las instituciones en materia de origen y aplicación de sus recursos son tareas de carácter 
permanente y de orden público; por lo cual, con la entrada en vigor de las nuevas disposiciones, 
resulta indispensable determinar la condición jurídica y la titularidad de los recursos humanos, 
financieros y materiales de las áreas que venían realizando las tareas de fiscalización; así como las 
normas que deberán regir el actuar de dicho órgano en tanto no se publiquen las normas 
reglamentarias correspondientes. 

26. Que ante las nuevas facultades del Instituto Nacional Electoral en materia de fiscalización, resulta 
necesario establecer normas de competencia para las autoridades locales así como reglas de 
transición para los sujetos obligados, en tanto se emiten las normas reglamentarias respectivas, para 
la debida sustanciación, revisión y Resolución de los asuntos que se encuentren pendientes de 
resolver tanto en los Organismos Públicos Locales como en la otrora Unidad de Fiscalización. 

 En este tenor, se precisa que el presente Acuerdo pretende únicamente sentar las bases para 
garantizar la continuidad en el ejercicio de la facultad fiscalizadora; esto es, establecer Lineamientos 
de carácter organizacional en la aplicación de los ordenamientos legales, producto de la reforma 
constitucional, para brindar certeza a las actuaciones de la autoridad en sus distintos ámbitos de 
competencia, sin que lo anterior conlleve una delegación de facultades en términos del artículo 41, 
Base V, Apartado C, inciso b) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 En este orden de ideas, debe entenderse que las normas contenidas en este Acuerdo únicamente 
serán aplicables durante la etapa de transición, toda vez que su naturaleza es de carácter temporal; 
por lo que su aplicación se encuentra limitada a un plazo concreto, sin que pueda entenderse que las 
mismas constituyen los parámetros del nuevo modelo de fiscalización y que sus efectos se extienden 
indefinidamente en el tiempo. 

27. Que con la finalidad de verificar el cumplimiento del presente Acuerdo, resulta necesario que los 
Organismos Públicos Electorales, en un ánimo de colaboración y favoreciendo los principios de 
certeza, legalidad y máxima publicidad, entreguen información de manera periódica a la Unidad 
Técnica de Fiscalización relativa a la revisión de informes, así como de los procedimientos oficiosos y 
de queja atinentes al ejercicio 2014. 

 Lo anterior permitirá que el Instituto Nacional Electoral cuente con elementos suficientes para una 
adecuada fiscalización de los recursos correspondientes al ejercicio 2015. 

28. Que en relación a la respuesta de la consulta del Representante del Partido Acción Nacional ante el 
Consejo General emitida por el Consejo General en el Acuerdo aprobado CG53/2014 el 17 de 
febrero del año en curso, y en atención a la necesidad de que este Instituto brinde certeza jurídica a 
los sujetos obligados, derivado de lo planteado en los considerandos anteriores, el límite anual de 
aportaciones o donativos en dinero o en especie de simpatizantes para 2014 y el límite de 
aportaciones de militantes, candidatos, autofinanciamiento y colectas públicas para 2014, será el 
planteado en el “COMUNICADO del Titular de la Unidad de Fiscalización de los Recursos de los 
Partidos Políticos mediante el cual se da a conocer el límite de las aportaciones en dinero o en 
especie de simpatizantes que podrá recibir durante 2014 un partido político, y el que podrá aportar 
una persona física o moral facultada para ello, así como el límite de ingresos por aportaciones de la 
militancia, los candidatos y el autofinanciamiento en el mismo año. 

En virtud de lo anterior y con fundamento en lo previsto en los artículos 41, Base V, Apartado A, párrafos 
primero y segundo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 35; 44, párrafo 1, incisos b) y 
jj); 196, numeral 1; así como Libro Cuarto, Título Segundo, Capítulo Tercero; Cuarto, Quinto; Cuarto, Quinto  y 
Sexto Transitorios de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales; el Consejo General ha 
determinado emitir el siguiente: 

ACUERDO 

PRIMERO.- Se aprueba la modificación del plazo contenido en el artículo Décimo Octavo Transitorio de la 
Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, a fin de que todos los gastos e ingresos de  los 
partidos políticos en las entidades federativas correspondientes al ejercicio 2014 sean fiscalizados por los 



Organismos Públicos Locales respectivos, de conformidad a las normas que se encontraban vigentes hasta el 
23 de mayo de 2014. 

SEGUNDO.- Se aprueban las normas de transición en materia de fiscalización en los términos siguientes: 

a) Por lo que hace a las normas de transición administrativas. 

I.- Con el objeto de dar cumplimiento a lo ordenado en los artículos 41, Base V, Apartado B, párrafo 
primero inciso a), numeral 6; párrafos tercero y cuarto y 196, numerales 1 y 2 de la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, se integra la Unidad Técnica de Fiscalización del Instituto 
Nacional Electoral. 

II.- Se transfieren a la Unidad Técnica de Fiscalización, todos los recursos humanos, financieros y 
materiales, incluyendo los archivos asignados a la otrora Unidad de Fiscalización de los Recursos de 
los Partidos Políticos. 

El personal que sea transferido y adscrito a la Unidad Técnica de Fiscalización conservará el mismo 
nivel, prestaciones y demás derechos laborales que correspondían a su encargo. 

III.- La estructura de la Unidad Técnica de Fiscalización será analizada por la Comisión de 
Fiscalización y aprobada por la Secretaría Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral, con base en una 
propuesta de la Comisión en cita, conforme a las necesidades del servicio y los recursos 
presupuestales autorizados para tal efecto. 

IV.- Cualquier referencia hecha a la otrora Unidad de Fiscalización de los Recursos de los Partidos 
Políticos en otros ordenamientos, disposiciones o asuntos en trámite, deberá entenderse dirigida a la 
Unidad Técnica de Fiscalización. 

b) Por lo que hace a las normas de transición competenciales. 

I.- Los procedimientos administrativos de fiscalización en trámite y pendientes de resolución a cargo 
de la otrora Unidad de Fiscalización de los Recursos de los Partidos Políticos se transmiten a la 
Unidad Técnica de Fiscalización. Dichos asuntos serán tramitados y resueltos de conformidad con el 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y el Reglamento de Fiscalización, en la 
parte sustantiva. Por lo que respecta a la parte procedimental, se aplicará la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales. 

II.- La Unidad Técnica de Fiscalización deberá notificar a la Comisión de Fiscalización los 
procedimientos de auditoría y verificación derivados de los asuntos que se encuentren a su cargo a 
la publicación del presente Acuerdo. 

III.- La Unidad Técnica de Fiscalización revisará los informes anuales correspondientes al origen, 
aplicación y destino de los recursos de los partidos políticos y agrupaciones políticas nacionales 
correspondientes al ejercicio 2013 con base en el Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales y el Reglamento de Fiscalización vigente. 

No obstante lo anterior, la presentación del Dictamen Consolidado y el respectivo proyecto de 
Resolución se presentarán ante el Consejo General en septiembre de 2014, por lo que deberán ser 
aprobados por la Comisión de Fiscalización, de conformidad con el inciso h) del artículo 192, numeral 
uno de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

IV. La Unidad Técnica de Fiscalización realizará la fiscalización del ejercicio 2014 de conformidad 
con el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y el Reglamento de 
Fiscalización, en la parte sustantiva. Por lo que respecta a la parte procedimental, se aplicará la Ley 
General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 



V.- Los procedimientos administrativos de fiscalización relacionados con los partidos políticos con 
registro o acreditación a nivel local, en las entidades federativas, así como de sus militantes o 
simpatizantes, que los órganos electorales locales hayan iniciado o se encuentren en trámite a la 
entrada en vigor de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, seguirán bajo  la 
competencia de los mismos, en atención a las disposiciones jurídicas y administrativas que hubieran 
estado vigentes al momento de su inicio, por lo que se deberán atender los plazos previstos en 
dichas disposiciones jurídicas. 

VI.- Los procedimientos administrativos de queja, así como los Informes de Precampaña y Campaña 
atinentes a los comicios locales que se celebren en 2014 presentados por los Partidos Políticos y 
Coaliciones con registro o acreditación local serán competencia de los Organismos Públicos Locales, 
con sustento en las disposiciones jurídicas y administrativas vigentes al momento de su ejercicio. 

VII.- Los partidos políticos con registro o acreditación local reportarán la totalidad de los gastos 
realizados correspondientes al ejercicio 2014, de conformidad a los Lineamientos contables a los que 
se encontraban sujetos hasta el 23 de mayo de 2014, asimismo, la revisión y, en su caso, Resolución 
de dichos informes será competencia de los Organismos Públicos Locales, con sustento en las 
disposiciones jurídicas y administrativas vigentes al momento de su ejercicio. 

VIII.- Los partidos políticos con registro o acreditación local en las entidades federativas deberán 
presentar todos los informes correspondientes al ejercicio 2014 (trimestrales, semestrales, o 
cualquier otro) ante los Organismos Públicos Locales respectivos, de conformidad a las normas que 
se encontraban sujetos al inicio del ejercicio, asimismo la revisión y, en su caso, Resolución será 
competencia de dichos Organismos, con sustento en las disposiciones jurídicas y administrativas 
vigentes al momento de su ejercicio, por lo que se deberán atender los plazos previstos en dichas 
disposiciones jurídicas. 

IX.- Los procedimientos administrativos oficiosos y de queja, así como la revisión de los Informes de 
Precampaña y Campaña atinentes a los comicios locales a celebrarse en 2015, iniciados con 
posterioridad a la entrada en vigor de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales 
serán competencia de la Unidad Técnica de Fiscalización. 

X.- Las agrupaciones políticas, las organizaciones de ciudadanos que realicen observación electoral 
y las organizaciones de ciudadanos que pretendan constituirse como partidos políticos a nivel local 
durante el ejercicio fiscal de 2014, serán fiscalizadas por los Organismos Públicos Locales, en 
atención a las disposiciones jurídicas y administrativas que se determinen en el ámbito de  su 
competencia. 

XI.- Las agrupaciones políticas nacionales, las organizaciones de ciudadanos que realicen 
observación electoral a nivel federal y las organizaciones de ciudadanos que pretendan constituirse 
como Partidos Políticos Nacionales durante el ejercicio fiscal de 2014, serán fiscalizadas por el 
Instituto Nacional Electoral, a través de su Comisión de Fiscalización, en atención a las disposiciones 
jurídicas y administrativas que se determinen en el ámbito de su competencia. 

TERCERO.- Las presentes reglas estarán vigentes hasta la debida Resolución, tanto de la revisión de los 
informes de ingresos y egresos presentados por los partidos políticos correspondientes al ejercicio 2014, 
como de los procedimientos administrativos sancionadores oficiosos y de queja que hayan iniciado derivados 
de dicho ejercicio. 

CUARTO.- El presente Acuerdo entrará en vigor a partir de su aprobación por el Consejo General del 
Instituto Nacional Electoral. 

QUINTO.- El presente Acuerdo deberá notificarse a los titulares de los Organismos Públicos Locales de 
las 31 entidades federativas y el Distrito Federal. 

SEXTO.- Durante el año 2015, los Organismos Públicos Locales, dentro de los diez primeros días de cada 
mes, informarán a la Unidad Técnica de Fiscalización el estado que guarda la revisión de los informes 



correspondientes al ejercicio 2014, así como el estado procesal de los procedimientos administrativos 
sancionadores oficiosos y de queja relacionados con el citado ejercicio. 

Con dicha información la Unidad Técnica de Fiscalización generará informes trimestrales que serán 
puestos a consideración de la Comisión de Fiscalización durante el ejercicio 2015. 

SÉPTIMO.- El presente Acuerdo deberá publicarse en el Diario Oficial de la Federación. 

El presente Acuerdo fue aprobado en sesión extraordinaria del Consejo General celebrada el 9 de julio de 
dos mil catorce, por votación unánime de los Consejeros Electorales, Licenciado Enrique Andrade González, 
Maestro Marco Antonio Baños Martínez, Maestra Adriana Margarita Favela Herrera, Maestra Beatriz Eugenia 
Galindo Centeno, Doctor Ciro Murayama Rendón, Doctor Benito Nacif Hernández, Doctor José Roberto Ruiz 
Saldaña, Licenciada Alejandra Pamela San Martín Ríos y Valles, Maestro Arturo Sánchez Gutiérrez, 
Licenciado Javier Santiago Castillo y del Consejero Presidente, Doctor Lorenzo Córdova Vianello. 

El Consejero Presidente del Consejo General, Lorenzo Córdova Vianello.- Rúbrica.- El Secretario del 
Consejo General, Edmundo Jacobo Molina.- Rúbrica. 

 


